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Sección Tercera

Excmos .  S res . :

Don Luis López Guerra

Don Eugenio Díaz Einil

Don Julio Diego GonzáLez Campos

0 0475632

min. de Registro: L35/93

ASIIIflIO: Recurso de amparo

promovido por don üuan

Astorga Quirós.

SOBRE: Sentencia de Ia Sala

de 1o Socia1 del Tribunal Su-

perior de üusticia de Andalu-

cía recaída en Recurso de

Suplicación eontra Ia dictada

por eI Juzgado de 1o Social

núm. 3 de Granada sobre pres-

taciones por jubi lación.

La Sección, hd examinado

por don Juan Astorga Quirós.

eI recurso de amparo interpuesto

I. AIIIECEDENTES

1-. Por escrito registrado en este Tribunal el L5 de enero

de l-993, don Juan Astorga Quirós manifiesta su intención de recu-

rrir en amparo Ia Sentencia de1 Tribunal Superior de Justicia de

Andalucía (Granad.a) de l-8 de diciembre de L992, para Io que inte-
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resa gue 1e sean nombrados al efecto Abogado y Procurador de ofi-
cio y se le reconociera e1 beneficio de justicia gratuita.

2. Tras 1os trámites oportunos, por providencia de 5 de
marzo de l-993, 1a Sección acordó tener desigmado como Procurador

a don José Periañez GonzáLez, y como Abogado a don José A. Prieto

z, así como concederles veinte días para formalizar el co-
rrespondiente recurso o díez, d1 Letrado, para que en su caso

xcusara su defensa.

d ó ,

sado

3. Tras ser así sol icitado por el Abogado, 1a sección acor-
por providencia de 25 de narzo de 1993, soricitar al intere-

copia, traslado o certificación compreta de la resorución

deseaba impugnar.

4. Por escrito registrado el 3l- de marzo de l-993 en eI üuz-
ado de Guardia de Madrid, y e1 2 de abrir sigruiente ante este

ibunal, don José Periáñez GonzáLez, procurador de los Tribuna-
es actuando en nombre y representaeión de don Juan Astorga

irós, interpone recurso de amparo contra ra sentencia de1 Tri-
aI superior de Justicia de Andalucía (sa1a de 1o social), sede

n Granada, de 24 de noviembre de L992, y contra la sentencia del
zgado de 1o social núm. 3 de Granada de l-9 de octubre de L990.

5. Del contenido de la demanda y de los

mpañan resultan estos hechos con relevencia

documentos que Ie

para resolver so-
re Ia admisión del presente recurso de amparo:

a) El ahora recurrente en amparo, don Juan Astorga
s, nacido e1 L4 de abril de L9L4, estuvo encargado de los

rvicios técnicos de obras y conservación de inmuebles del Esta-
Español afectos aI Consulado General de Tetuán desde LgS6 has-
el 3l- d.e dicienbre de L978, momento en er que tales bienes



ffiffiffi
TRIBUNAL

CONSTITUCIONAL
ffi.e{lW*b$Bffi

o o+?boEo

fueron transferidos aI Estado de Marruecos. No ha estado nunca
afiliado a Ia Seguridad Social española ni ha efectuado cotiza-
ción alguna.

lación de

Seguri-dad

iciembre

prevl_a que

b) El l-9 de jul io de l_985 solicitó pensión de jubi-

la Dirección Provincial der rnstituto Nacional de la
Social (INSS) quien la denegó por resolución de 20 de
de L985, contra éste el actor interpuso reclamación

fué desestimada e1 2l- de febrero de l_986.
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e) EI 1 de abri l  de l_986 solicitó est,a pensión al
isterio de Asuntos Exteriores, que se la denegó, efectuando
lamación previa contra esa decisión que no fue atendida.

d) Prevj_amente, tanbién solicitó pensión eI actor,
1 2L de abril de L979 a1 Ministerio de sanidad y seguridad so-
iaI, que 1e fue igualmente denegada.

e) E1 28 de abril de j-986 interpuso el actor deman-

, ante Ia Magistratura de Trabajo de Granada, contra eI rNss,
a Tesorería General de Ia segruridad sociar (Tcss) y e1 Ministe-
io de Asuntos Exteriores.

f) Dicha demanda fue estimada por sentencia de 24
febrero de L987, de 1a Magistratura de Trabajo núm. 3 de Gra-

dd, que recurrida por la demandada fue anurada por sentencia
1 Tribunar superior de Justicia de Madrid de zg de mayo de

99O, 1a cual declaró 1a nulidad de 1o actuado.

g) Tras cerebrarse nuevo juicio el 2s de septiembre
l-990r se dictó nueva sentencia, esta vez desestimatoria de ra

da. Esta desestimación se basaba en entender que no era
plicable a1 actor la orden Ministerial de 8 de junio de LgBz,

rma de 1a que se Ie derivaría 1a posibilidad de recibir ra pen-
ión, considerando, entre otras razones, el dato de que su rela-
ión laborar ya había sido extingiuida cuando se pubricó ra men-
ionada orden, siendo ese un requisito expresamente exigido en 1a
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mLsma.

h) Contra esta Sentencia interpuso el actor recurso

de suplicación, que fue desestimado por Sentencia del Tribunal

Superior de Justicia de Andalucía (Granada) de 24 de noviembre de

1992 .

6. En su demanda de amparo afirma eI recurrente que eI ReaI

Decreto 2.234/L98L estableció la obligación de 1a Administración

Españo1a de afi l iar a la Seguridad Social a1 personal de Ia misma

que hubiere prestado servicios en eI extranjeto, abonando para

los que hubieran cumplido 65 años en L98L Ias cuotas de diez años

necesarias para que tuvieran derecho a pensión de jubilación, y

que este derecho fue reducido ilegítinamente -perjudicando así a

su situacíón- por Ia orden Ministerial de 8 de junio de 1982, por

excluir ésta aI personal que no estuviera en activo al momento de

vigencia de ese ReaI Decreto, €s decir, €1 7 de octubre de L981-.

E1lo en su opinión ha supuesto discriminación, pues eI Real

Decreto 2.234/8L no distinguía entre funcionarios retirados o no

antes de l-981-, y una Disposición de rango inferior no podría ha-

cer esa exclusión. La mencionada Orden Ministerial, además, ha

supuesto una extralimitación arbitraria de1 Ministerio en cues-

t ión, contraria a1 art. 9.3 c.E. Esta determinación ha resultado

además discriminatoria -vulnerando así eI art. L4 C.E.- en cuanto

excluye injustifieadamente a quienes, habiendo superado Ia edad

de 65 años en l-981- de 1a jubi lación ya no trabajaban para eI Mi-

nisterio de Asuntos Exteriores, 1o que 1e perjudicó a é1 grave-

mente porque en L978 tuvo que abandonar su trabajo aI haber sido

entregados los bienes públicos en los que trabajaba, a Marruecos,

en virtud de un acuerdo internacional.

Asímismo, invoca infracción del art. 4L C.E. y de1 art. 24

C .E . ,  as í  como  de l  a r t .  9 . 3  C .E .

Por el lo, sol icita Ia nulidad de la Sentencia del Tribunal
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Superior de Justicia de Madrid de L992 y que se retrotraigan 1as

actuaciones aI momento anterior a ser dictada para que pronuncie

otra en la que se reconozca el derecho del demandante a percibir

Ia pensión de jubi lación solicitada.

7. Por providencia de 30 de junio de L993 Ia Sección acor-

dó, de acuerdo con 1o dispuesto en el art. 50.3 IOTC, conceder aI

demandante de amparo y al Ministerio Fiscal un plazo común de

diez días para que formularan las alegaciones pertinentes en re-

lación con 1a carencia manifiesta de contenido constitucional de

1a demanda.

8. Por escrito registrado en este Tribunal eI 2L de julio

de L993 entrega el demandante sus alegaciones, razonando en 1as

mismas, otr primer lugar, gue e1 desconocimiento por Ia Sentencia

impugrnada de los princi-pios de legalidad, jerarquía normativa,

seguridad jurídica y ausencia de arbitrariedad vulneró el art. 24

(sic) c.E. EI principio de jerarquía fue part icularmente descono-

cido toda vez eüe, mediante una orden Mlnisterial se contravino

una resolución de rango superior. Añade gua, si bien es cierto

que el art. 41- C.E. no es susceptible de tutela por Ia vía de am-

paro constitucional, Ia aplicación selectiva a unos y no a otros

ciudadanos de 1os derechos reconocidos en ta1 precepto vulnera el

a r t .  L4  C .E .

9. El L9 de jul io de L993 entrega sus alegaciones el Minis-

terio Fiscal, etr 1as que interesa que no debía ser adnitida a

trámite la presente demanda, por carecer de forma manifiesta de

contenido constitucional. A su juicio, Ia eventual infracción de1

principio de jerarquía normativa que se habría producido por la

Orden Ministerial de 8 de junio de l-982 respecto del Real Decreto

2.234/8L, además de ser discutible, incide en el terreno de la

mera legalidad ordinaria. Entiende que Ia interpretación de las

normas aplicadas no ha creado una situación discriminatoria por
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raz6n de edad (art. L4 C.E. ) ni se ha producido quiebra del dere-

cho  a  I a  t u te l a  j ud i c i a l  ( a r t .  24 .1  C .E . ) .

Razona además güer en contra de 1o que alega el actor en

cuanto a Ia discriminación normativa producida, Ia doctrina de

este Tribunal concede a1 legislador, en cuanto a las exclusiones

normativas del sistema de Segruridad Socia1 un rrcriterio de razo-

nable discrecionalidad legislat ivarr. Cita 1as SSTC LAg/LggZ,

3O/L988,  3/L989,  96/L989,  1,O8/L99O, y  I66/L99O, así  como e l  ATC

34I /L99O. Añade que 1os invocados ar ts .  9 .3 y  4L C.E.  no son sus-

ceptibles de amparo.

rI. FT¡NDAI{E}TTOS JIIRIDICOS

l-. Se denuncia en Ia presente demanda de amparo violacíón

de  1os  a r t s .  9 .3 ,  L4 ,  24  y  4L  C .E .  Só Io  1os  a r t s .  L4  y  24  son

suscept ib les de protecc ión de amparo (ar t .  53.2 C.E.)  y  só lo a

e1Ios, pues, s€ debe contraer e1 juicio sobre el contenido cons-

t,itucionar de la presente demanda. De otro lado, €n 1o que se re-

f iere a la  pos ib le  v io lac ión de1 ar t .  24.L C.8. ,  nada aduce e l

recurrente que nos permita vislumbrar que efectivamente le hubie-

ran sido desconocidos 1os derechos reconocidos en aquel precepto.

Por Io tanto, €I examen deI posible contenido constitucio-

nar de la presente demanda se ha de reconducir a 1a posibte

vulnerac ión del  ar t .  14 C.E.

2. Los hechos de los que trae origen esta demanda se resu-

men asÍ: el demandante de amparo trabajó en los servicios técni-

cos y de obras afectos aI Consulado General de Tetuán, desde L955

hasta el 3l- de dicienbre de L978, sin haber estado afi l iado a Ia

Segruridad Social ni haber efectuado cotización alguna. Con poste-

rioridad, er Real Decreto 2.234/LgBr, de 20 de agosto, dispuso en

su art. L, ra integración en la seguridad social española del
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personal que trabaja al servicio de nuestra Administración fuera

de1 territorio nacional. Complementariamente se estableció gü€,

al objeto de que tuvieran acceso a 1as prestaciones por jubila-

ción, la Administración inqresaría el equivalente a un máximo de

diez anualidades de cotizaciones, con carácter retroactivo, que

se correspondiesen con trabajos efectivamente realizados antes de

la entrada en vigor del Real Decreto 2.234/L981. La Orden Minis-

terial de I de junj-o de L982, dI desarrollar eI Rea1 Decreto men-

cionado especificó que 1o previsto en aqué1 excluía a aquellos

funcionarios ya retirados eI 7 de octubre de 1-981-, fecha de en-

trada en vigor de aquel Real Decreto. El demandante, por lo tan-

to, aI tener más de 65 años aI momento de promulgaeión deI citado

Real Decreto, y aI haber estado fuera de1 servicio activo cerca

de tres años, quedaba fuera de Io previsto en las normas mencio-

nadas, como así se declaró reiteradanente, tanto en vía adninis-

trativa como juri-sdiccional. Entiende eI demandante gü€r además

de que la mencionada orden Ministerial suponía una

extralimitación respecto de 1o dispuesto en el Real Decreto

2.234/L98I -1o que no es posible examinar aquí, siendo taI even-

tual contradicción un asunto de legalidad ordinaria- se ha vulne-

rado eI art,.  L4 c.8., dI excluir de la posibi l idad de percibir

prestaciones de jubilación a quienes ya no trabajaban para el Mi-

nisterio de Asuntos Exteriores en eI extranjero hasta antes de

esa fecha, siendo este cri terio discriminatorio.

3. Ya ha tenido este Tribunal ocaslón de declarar (SSTC

LO3/1983 y 65/L987) a1 analizar Ia configruración y Ia función de

1a Seguridad Social en nuestra Constitución, y más en particular

a Ia luz de lo que se afirma en su art. 4L, gü€ eI reconocimiento

de Ia misma como un régimen público, sü configruración como fun-

ción del Estado, y 1a particular referencia a Ia situación de ne-

cesidad que se hace en eI mencionado precepto, supone apartarse

de concepciones anteriores sobre Ia propia Seguridad Social. Las

condiciones, tanto para cotizar como para percibir prestaciones,

no se basan yd, pues, €D el acuerdo contractual, sino en reglas

de1 ordenamiento jurídico que e1 legislador establece y nodifica.



,t

ffiffiffi
TRIBUNAL

CONSTITUCIONAL
ffi*W.WlWW

T \

u=
I

0
I

o
o

E

ó
e
6

4
I

- 8 -

0 0475638

Y en virtud de ello, corresponde al legislador, atendiendo a las

circunstancias, prioridades, y a las disponibi l idades materiales

de cada momento, regular su ánbito y cobertura, de modo que
rrapreciando la importancia relativa a J-as situaciones de necesi-

dad a satisfacer, regule, oD atención a 1as circunstancias indi-

cadas, €1 nivel y condiciones de las prestaciones a efectuar, o

las modifique para adaptarlas a las neeesidades del momentott (STC

65/L987,  fundamento jur íd ico L7) .

Es obvio que estas opciones selectivas hechas para cada si-

tuación o para cada conjunto de situaciones no pueden considerar-

s€, sin más, discriminatorias o atentatorias a1 principio de

igualdad, a menos que las mismas no se amparen en causas y funda-

mentos razonables o bien se sustenten en cualquier razón de dife-

rencl-ación expresamente prohibidas por eI art. 14 C.E. (SSTC

L89/L987 | 3A/L988, L66/L99O) y, en consecuencia, tampoco se puede

considerar discriminatoria una denegaeión de una prestación de-

terminada a quienes no reúnen los requisitos legales para obtener

1a prestación, respecto de los que sí la obtuvieron por reunir

precisamente tales requisitos (STC 3/L989).

4. En mérito a 1o razonado, rro es posible hallar en e1 pre-

sente caso vestigio algruno de tratamiento discriminatorio para eI

demandante.

Lo sucedido es que eI Ministerio de Asuntos Exteriores,

para remediar Ia situación de que no estuvieran incluidos en el

régimen público de la Seguridad Social españo1a sus trabajadores

en e1 extranjero, decidió incluirlos en e1 mencionado régimen a

part ir de l-98L. Se exigía un doble requisito: estar en aetivo, y

no tener más de 65 años eI 7 de octubre de L98l-. Adicionalmente,

y para que 1os trabajadores pudieran tener acceso a las prest,a-

ciones por jubilaeión, 1a Adninistración se comprometía a ingre-

sar las cuotas necesarias hasta un máximo de diez años.

Pues bien, nada hay de violación del principio de igualdad
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ni qlue se pueda considerar discriminatorio en eI hecho de gue el

Ministerio de Asuntos Exteriores hubiera decidido incluir en el

régimen de Seguridad Social a los trabajadores en activo al ser-

vicio del Ministerio aI momento de tomar ta1 decisión, criterio

que debe considerarse razonable, pues del necesario respeto al

art. L4 C.E. no puede hacerse derivar en e1 caso presente la

obligación de incluir retroactivamente en J-a Segruridad Social a

cuantos trabajadores haya tenido en el pasado eI Ministerio de

Asuntos Exteriores en el extranjero.

En resumen, Ia causa de denegación de las prestaciones de

jubilación aI demandante de amparo fue 1a ausencia total de afi-

liación y cotización del mismo a Ia Segruridad Socia1 en el pasa-

do, ausencia que respetaba Ia legislación que al efeeto estaba en

vigor. EI Ministerio de Asuntos Exteriores decidió más tarde mo-

dificar ese marco normativo e ineluir a sus trabajadores en el

extranjero dentro de 1a Seguridad Social española, pero no amplió

esa decisión más que a aquéllos que en ese momento estaban a su

servicio y no a sus antiguos empleados, como es eI caso del de-

mandante. Nada hay que reprochar a esta decisión desde Ia pers-

pectiva de1 art. 14 C.E., toda vez que Ia misma se ampara en un

criterio razonable que no atenta al principio de igualdad.

Por todo ello, procede confirmar la causa

inadmisibilidad de Ia presente demanda puesta de manifiesto

nuestra providencia de 30 de junio de 1-993, y el archivo de

presentes actuaciones.

Madrid, veintisiete

noventa y tres.

de septienbre de nil novecientos

0 0415639

de

en

las


